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25/01/2017 SP712-2017 48250
PATRICIA SALAZAR 

CUÉLLAR
NO SE PRONUNCIA .- .- NO SE PRONUNCIA .- .- NO SE PRONUNCIA .- .- .- .- .-

Ya en lo estrictamente penal, a voces de los 

artículos 53 y 56 de la Ley 80 de 1993, los 

interventores estarán sujetos a la responsabilidad 

que en esa materia señale la ley para los 

servidores públicos. En la etapa de liquidación, 

piénsese, a manera de ejemplo, en los delitos de 

interés indebido en la celebración de contratos, 

peculado o, como sucedió en el presente caso, en 

algún tipo de falsedad en documento público.

22/02/2017 AP1026-2017 49076
FERNANDO ALBERTO 

CASTRO CABALLERO
NO SE PRONUNCIA .- .-

2.2 Pasando al reparo acerca del delito de su exposición se

asimila a un alego de instancia, en la medida en que no

precisa que error cometió el Tribunal para concluir la

materialidad de esta conducta, tampoco se advierte el cargo

que postula ni la causal que invoca y, presumiento la Corte

que corresponde al de la censura anterior, el recurrente ni

siquiera menciona la prueba sobre la cual recayó la violación

indirecta de la norma sustancial, mucho menos el tipo de

error.

Por el contrario, hace consideraciones en torno a la actividad

probatoria, extrañando que no se hubiese decretado una

prueba pericial, pasando por alto que en la Ley 906 de 2004

la labor probatoria está en cabeza de las partes y no

exclusivamente del ente persecutor, aunado a que la

determinación del monto detrimento patrimonial es un

aspecto que no relaciona con la acreditación del del

funcionario en que se celebre determinado contrato.

2.2 Pasando al reparo acerca del delito de su exposición se

asimila a un alego de instancia, en la medida en que no

precisa que error cometió el Tribunal para concluir la

materialidad de esta conducta, tampoco se advierte el cargo

que postula ni la causal que invoca y, presumiento la Corte

que corresponde al de la censura anterior, el recurrente ni

siquiera menciona la prueba sobre la cual recayó la violación

indirecta de la norma sustancial, mucho menos el tipo de

error.

Por el contrario, hace consideraciones en torno a la actividad

probatoria, extrañando que no se hubiese decretado una

prueba pericial, pasando por alto que en la Ley 906 de 2004

la labor probatoria está en cabeza de las partes y no

exclusivamente del ente persecutor, aunado a que la 

.- .- NO SE PRONUNCIA .- .- .- .-

22/03/2017 SP 3963-2017 40216

LUIS ANTONIO 

HERNÁNDEZ 

BARBOSA 

Así las cosas, no cabe duda que la

celebración de los contratos objeto de

estudio cumplió los presupuestos

legales existentes. Y no cambia la

conclusión tras el análisis de los

presupuestos que desde la sentencia

SP, oct. 6 de 2004

sentencia SP, 

oct. 6 de 2004

El carácter esencial para

cualquier contrato estatal. Es: 

a. Competencia del funcionario

para contratar.

b. Autorización para que el

funcionario competente pueda

contratar.

c. Existencia del rubro y registro

presupuestal correspondiente

(aunque este condicionamiento

ya no tiene tal connotación,

conforme más adelante se

ahondará, por la variación de la

jurisprudencia del Consejo de

Estado) y,

d. La licitación o el concurso

previo.

NO SE PRONUNCIA .- .- .- .- .- .- .-

SP153-201718/01/2017

De esta manera, habrá 

situaciones en las cuales 

presentar en la motivación 

aserciones específicas 

relacionadas con el dolo no será 

más que un ejercicio discursivo 

repetitivo e irrelevante para 

efectos de la constitucionalidad y 

legalidad de la decisión, en la 

medida en que de las 

circunstancias objetivas 

probadas en el expediente 

pueda predicarse, sin mayores 

dificultades, la imputación al tipo 

subjetivo

CSJ AP 10 jul. 

2013, Rad. 

41411

La demostración del dolo, dada su 

condición de “hecho psíquico” (no 

perceptible directamente por los 

sentidos), como suele denominársele 

por algunos sectores doctrinarios, 

generalmente se hace a través de 

inferencias, por la obvia dificultad para 

lograr su acreditación a través de 

“prueba directa”.

 Sobre el dolo, ha dicho esta 

Corporación que en tanto se refiere al 

conocimiento y la voluntad de todos los 

elementos que constituyen el tipo 

objetivo, se demuestra valorando 

aquellos datos, precisamente objetivos, 

que rodean la realización de la 

conducta

PATRICIA SALAZAR 

CUÉLLAR
.-

Así las cosas, en relación con el cargo presentado 

en la demanda, como lo hace notar la 

Procuradora, olvida el recurrente, que la 

descripción típica contenida en los artículos 409 

(interés indebido en la celebración de contratos) y 

410 (contrato sin cumplimiento de requisitos 

legales) del Código Penal, no requieren para su 

estructuración de vulneración económica al bien 

jurídico tutelado, pues la Administración Pública, 

como bien protegido por el legislador, se afecta de 

diversas maneras.

 Así, la ausencia de afectación al patrimonio 

público, no revierte en la antijuridicidad de la 

conducta desplegada por LUIS EDUARDO 

ESQUIVEL ARIAS, por cuanto, solo con el interés 

indebido para que SEAPTO S.A. continuara 

explotando el juego de chance en el Tolima, y la 

pretermisión de los requisitos para la celebración 

del contrato de adición, se lesionó la 

Administración Pública al desatenderse los 

principios generales de la contratación estatal de 

transparencia y selección objetiva, tal como lo 

reseñó el Tribunal

47100

De allí que tiene absoluta vigente frente a la Carta Política de 1991, el análisis que la Corte hizo 

sobre el delito de interés ilícito en la celebración de contratos en la sentencia de junio 8 de 1982, con 

ponencia del Magistrado Gustavo Gómez Velásquez, sobre cuyos aspectos principales se destaca 

lo siguiente:

… la razón de ser de este dispositivo penal radica en la necesidad, por parte del Estado, de 

mantener la función administrativa dentro de moldes de corrección básica, atendida de manera fiel, 

sin que el interés particular del funcionario llegue a opacar la rectitud que debe implicar ese 

ejercicio, pues lo lógico es pensar en un desvío real por influjo de esa motivación, o en la fundada 

creencia, en la opinión pública o en los destinatarios de sus efectos, que se ha procedido 

indignamente por obra de ese apremio. Lo más posible, en estas circunstancias es que se produzca 

lo que los autores llaman un “desdoblamiento de la personalidad del funcionario”, quien actuará 

dentro de la esfera oficial, con exigencias propias al servidor público, pero orientado por logros 

personales. Se busca, pues, preservar la ética administrativa apoyo obligado de esa importantísima 

gestión.

… Ese interés personal, de provecho particular, traduce la conducta censurable, ya que el Código 

Penal la recoge, por sí, como actividad incompatible con la función pública. El Código Penal 

vigente, en parte (artículo 145), corresponde a este mismo régimen, el cual cambia en el artículo 

144, que exige como elemento típico el quebranto de una incompatibilidad o de una inhabilidad. En 

otros términos debe advertirse que cuando se olvida una de estas prohibiciones, el delito se da 

aunque el funcionario sea ajeno a conveniencias personales. Y, al contrario, si se 'interesa' de modo 

particular cuando ejercita una atribución pública, así no ofenda el reglamento de inhabilidades o 

incompatibilidades, incurre en el hecho punible comentado.

 

Es más, si el interés particular deviene a favor de la administración (v. gr. el contrato celebrado, con 

atención personal, se presenta como fructuoso para la administración, o de mayor rendimiento para 

ésta), el delito se ha consumado, porque en esta modalidad no se demanda la existencia de un 

interés de perjuicio, pues no se busca sancionar negocios “prohibidos” sino disconformes con el 

ejercicio de la función pública.

CSJ sentencia 

de junio 8 de 

1982, con 

ponencia del 

Magistrado 

Gustavo Gómez 

Velásquez

Es por lo anterior que la Sala ha 

precisado en anteriores 

oportunidades frente a estos 

delitos, que la administración 

pública es lesionada cuando el 

servidor no actúa con sujeción 

absoluta y franca a tales principios 

que se hallan implícitos en todos 

los tipos penales vinculados con 

la contratación estatal, generando 

la sensación o certeza de 

deslealtad, improbidad y ausencia 

de transparencia dentro de los 

coasociados

En efecto, si la actuación del servidor público 

llamado a intervenir en razón de su cargo o sus 

funciones en un contrato estatal está determinada 

por un interés ajeno al interés general que de 

acuerdo con la Constitución, la ley o los 

reglamentos es el que debe perseguir dicho servidor 

en ese caso concreto, en nada incide para la 

vulneración del bien jurídico el respeto del régimen 

de inhabilidades o incompatibilidades o el 

cumplimiento de los requisitos legales esenciales 

aludidos, pues la desviación de la actuación del 

servidor en esas condiciones está desvirtuando la 

imagen de la administración pública, la 

transparencia y la imparcialidad en la celebración de 

los contratos y en fin la moralidad pública.

Corte Constitucional, 

C-128 de 2003

No obstante, se advierte claramente en el razonamiento que

se desconoce por parte del recurrente el sentido de lesividad

que comportan las conductas relativas a los delitos de Interés

indebido en la celebración de contratos y contrato sin

cumplimiento de requisitos legales, pues en uno y en otro

caso la afectación al interés jurídico no resulta de la

concreción de un desmedro económico para el Estado, sino

de la pretermisión de los principios constitucionales y legales

que gobiernan la contratación estatal.



24/05/2017 SP7322-2017 49819
PATRICIA SALAZAR 

CUÉLLAR
NO SE PRONUNCIA .- .-

Por tanto, cuando la Fiscalía considere que han ocurrido

irregularidades atentatorias contra la administración pública,

debe revisar con cuidado sus hipótesis fácticas y jurídicas, de

lo que depende la determinación de la trascendencia penal

de los hechos, porque, a manera de ejemplo, es posible que

no pueda establecerse la inobservancia de alguno de los

requisitos que deben cumplirse en las fases de trámite,

celebración y liquidación del contrato, pero se pueda acreditar

que el funcionario se interesó indebidamente en el contrato,

en los términos del artículo 409. Lo anterior sin perjuicio de

que una correcta investigación permita establecer que no se

ha trasgredido la ley penal. 

.- .- .- .- .- .- .-

13/08/2014 SP10698-2014 38438
GUSTAVO ENRIQUE 

MALO FERNÁNDEZ

Los argumentos expuestos, permiten 

aseverar que el aquí  procesado tenía 

pleno conocimiento sobre quién iba a 

ser el real beneficiario de esa 

contratación, hasta el punto que –se 

insiste- aunque el proceso de 

contratación en apariencia fue 

transparente y ajustado a las 

exigencias del régimen de contratación 

oficial, la realidad es que el contratista 

estaba previamente acordado para, a 

través suyo, conseguir el aporte 

económico esperado, interés indebido 

que motivó al procesado PÉREZ 

ESPÍNEL a orquestar tal contubernio.

.- .-

En el anterior Código Penal, se tipificaba el interés ilícito, 

pero en la nueva norma introducida por la Ley 599 de 2000, 

se tipifica el interés indebido, denominación más amplia. Al 

respecto, La Corte Constitucional en sentencia C-128 de 

2003, señaló: 

sentencia C-128 de 

2003

Los artículos 145 del decreto 100 de 1980 y 409 de 

la ley 599 de 2000, describen de manera idéntica la 

conducta tipificada como interés “ilícito” o “indebido” 

en la celebración de contratos. Si bien la 

denominación del tipo penal es diferente, en la 

exposición de motivos de la ley 599 de 2000 se 

señaló que el cambio de denominación tiene más 

un sentido pedagógico que una incidencia sobre la 

identificación del tipo penal estudiado. Allí se dijo “el 

tipo penal ya no habla del interés ilícito sino 

indebido. Lo ilícito podría hacer pensar en infracción 

a la ley, lo cual no es cierto, puesto que el contrato 

puede incluso ser perfecto; empero se 

quebrantarían los deberes de transparencia, 

imparcialidad y moralidad

.- .- .-

El delito de interés indebido en la celebración de 

contratos, es un tipo penal de mera conducta, por 

lo tanto, no se requiere un perjuicio a la 

administración pública para su consumación; lo 

que se sanciona es la prevalencia del interés 

particular del servidor público que interviene sobre 

el general de la comunidad en el proceso de 

contratación, en contravía de los principios y fines 

que rigen la administración pública.

SENTENCIA CSJ SP, 16 Mayo 2007, Rad. 

23915.

El delito de interés indebido en la celebración de 

contratos se caracteriza porque el tipo objetivo 

exige la presencia de (i) un sujeto calificado que 

interviene en los hechos en calidad de servidor 

público, (ii) una operación contractual a nombre de 

cualquier entidad estatal, y (iii) un interés particular 

por el agente estatal diferente al de los fines de la 

función pública; el tipo subjetivo requiere que la 

acción sea desplegada a título doloso, esto es que 

el servidor público proceda con conocimiento y 

voluntad

.-
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

SE PRONUNCIA 

PERO 

IRELEVANTE


SP153-2017

SP712-2017 

AP1026-2017

SP 3963-2017

SP7322-2017

SI NO

X

SI NO

X

INDETERMINACION DOCTRINAL POR 

PLURALIDAD

SOLIDEZ DE LINEA JURISPRUDENCIAL RESPECTO DEL ANALISIS DE TIPICIDAD

INTERÉS INDEBIDO EN LA CELEBRACIÓN DE CONTRATOS

SE PRONUNCIA
NO SE 

PRONUNCIA

LÍNEA JURISPRUDENCIAL SOLIDA





SE 

PRONUNCIA 

PERO 

IRELEVANTE



SP153-2017

SP712-2017 

AP1026-2017

SP 3963-2017

SP7322-2017

SI NO

X

SI NO

X

INDETERMINACION DOCTRINAL POR 

PLURALIDAD

INTERÉS INDEBIDO EN LA CELEBRACIÓN DE CONTRATOS

SOLIDEZ DE LINEA JURISPRUDENCIAL RESPECTO DEL ANALISIS DE 

ANTIJURIDICIDAD

SE 

PRONUNCIA

NO SE 

PRONUNCIA

LÍNEA JURISPRUDENCIAL SOLIDA





SE 

PRONUNCIA 

PERO 

IRELEVANTE



SP153-2017

SP712-2017 

AP1026-2017

SP 3963-2017

SP7322-2017

SI NO

X

SI NO

X

INDETERMINACION DOCTRINAL POR 

PLURALIDAD

INTERÉS INDEBIDO EN LA CELEBRACIÓN DE CONTRATOS

SOLIDEZ DE LINEA JURISPRUDENCIAL RESPECTO DEL ANALISIS DE 

CULPABILIDAD

SE PRONUNCIA
NO SE 

PRONUNCIA

LÍNEA JURISPRUDENCIAL SOLIDA





SE 

PRONUNCIA 

PERO 

IRELEVANTE



SP153-2017

SP712-2017 

AP1026-2017

SP 3963-2017

SP7322-2017

SI NO

X

SI NO

X

INDETERMINACION DOCTRINAL POR 

PLURALIDAD

INTERÉS INDEBIDO EN LA CELEBRACIÓN DE CONTRATOS

SOLIDEZ DE LINEA JURISPRUDENCIAL RESPECTO DEL ANALISIS DE 

RESPONSABILIDAD DE PARTICULARES

SE 

PRONUNCIA

NO SE 

PRONUNCIA

LÍNEA JURISPRUDENCIAL SOLIDA


